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INFORME FINAL SOBRE REPÚBLICA DOMINICANA

ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE REPÚBLICA DOMINICANA AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

RESUMEN EJECUTIVO

El Estado de República Dominicana ha realizado diversos esfuerzos y llevado a cabo importantes iniciativas en el abordaje de la violencia contra las mujeres, los cuales se enmarcan en las obligaciones del mismo y se derivan de la ratificación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. 

En materia de legislación, la ley 24-97, constituye un gran avance ya que reconoce de forma explícita que el género es una categoría sociocultural que se asigna a hombres y mujeres, a partir de la cual se genera una desigualdad de poder que coloca a las mujeres en una situación de mayor vulnerabilidad. 

Esta ley además ha contribuido a generar una fuerte sanción social alrededor de la violencia contra la mujer, sin embargo sigue siendo insuficiente como medida disuasoria para los agresores y muestra algunos vacíos en cuanto a temas específicos de derechos humanos de las mujeres que deben ser atendidos.

En materia de Planes y Estrategias para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres se han realizado también importantes avances. Se aprobó el Plan Nacional de Equidad, para el período 2000 – 2004 y el Plan Nacional de Equidad de Género (PLANEG II), para el período 2007-2017. Es importante además señalar que este segundo Plan cuenta con un enfoque basado en logros, lo que permite un monitoreo de la ejecución del mismo por parte del Ministerio de la Mujer y los demás sectores así como la sociedad civil.

En materia de Acceso a la Justicia, es importante reconocer como logro la creación de la Dirección Nacional de Atención a Víctimas por parte de la Procuraduría General de la República, el nombramiento de una Procuradora Adjunta para los asuntos de la Mujer y las Unidades de Atención a la Violencia Intrafamiliar y de Género. 

Sin embargo, es un gran desafío el que los servicios para acceso a justicia sean realmente descentralizados y así puedan estar al alcance de todas las mujeres del país, cumpliendo con la disponibilidad y accesibilidad que los servicios deben ofrecer.

En materia de asignación presupuestaria, el presupuesto nacional no permite identificar cuál es el presupuesto asignado al Ministerio de la Mujer, así como dicho órgano desconoce cuál es el presupuesto que recibe en relación al total del presupuesto nacional y a qué se asignan los fondos. Cabe llamar la atención que el presupuesto del Ministerio de la Mujer es el menor de todos los que son asignados a los diferentes Ministerios del País. Existe información que se debe recabar del Ministerio de Economía y Finanzas o el que haga sus veces en República Dominicana que tiene que tener este dato. El Ministerio de la Mujer de República Dominicana debe solicitar esta información. 

En materia de recolección de información y estadísticas se aprecia la realización de estudios acerca de la problemática de la violencia desde un enfoque de género, así como la información acerca del índice de casos de Feminicidio al año. Sin embargo, es una tarea pendiente todavía el contar con un registro único a nivel nacional que registre todos los casos de violencia contra la mujer.

I. Legislación y normativa vigente

Avances 

La Ley 24 - 97 representa para las mujeres de República Dominicana y para la sociedad en su totalidad un gran avance en la protección formal del derecho de las mujeres a vivir una vida libre de violencia, tanto en el ámbito privado como en el público. 

El logro más evidente en este sentido, es que un mayor número de mujeres denuncian la situación de violencia en la que se encuentran y con ello se rompe el silencio que habitualmente rodea dichos casos e invisibiliza la problemática. Si bien la violencia de género sólo se reconoce en el Código Penal, la reforma de la Ley 24-97 incorpora medidas de protección, tanto penales como civiles.

La incorporación del lenguaje no sexista ha sido uno de los avances logrados en la Ley 24-97, así como el hecho de que la víctima es el sujeto a tomar en cuenta como ente de derechos a quien le deben ser garantizados sus bienes jurídicos (respeto a su integridad física y psíquica).

Es un logro que la violación sexual al interior de la pareja se encuentre reconocida en la ley como una forma más de violencia, ya que de esta forma se contribuye a eliminar el prejuicio que existe y que refuerza la idea de que las mujeres y por ende sus cuerpos son propiedad del cónyuge y que entonces ellas deben responder a las necesidades sexuales de éstos. 

La Ley 88-03 que instituye las Casas de Acogida o Refugios en todo el territorio nacional para garantizar alberge seguro de manera temporal a las mujeres y sus hijos e hijas menores de 14 años víctimas de violencia Intrafamiliar y Violencia contra la Mujer.

Desafíos

En cuanto a la legislación, si bien se señala que existen disposiciones que incluyen la definición de violencia contra las mujeres, teniendo en cuenta aquella que tenga como resultado “la muerte, daño o sufrimiento”, no existe ningún tipo penal que hable específicamente del homicidio de mujeres por razones de género, es decir del feminicidio.

Resulta central contar con un tipo penal específico como éste, ya que se sabe que el feminicidio es un crimen totalmente diferente al homicidio en sus elementos constitutivos y aportaría también a la identificación de la violencia contra la mujer en todas sus formas, ya que se sabe que el éste es el último eslabón de la cadena en el ejercicio de la violencia contra la mujer por razones de género. 

Se sabe además que los contenidos de las normas ejercen una fuerte influencia en la conciencia y toma de decisiones de los operadores de justicia, así como constituye un primer paso en el reconocimiento de que dicha violencia existe y que por ende se hace necesaria también la sanción de la misma.

En cuanto a la violencia sexual, el artículo 309-1 define la violencia contra la mujer como “toda acción o conducta, pública o privada, en razón de su género, que causa daño o sufrimiento físico, sexual o psicólogo a la mujer, mediante el empleo de fuerza física o violencia psicológica, verbal, intimidación o persecución”.

Más adelante, el Código Penal en el artículo 330 reformado por la ley 24-97 señala que “es una agresión sexual toda acción sexual cometida con violencia, constreñimiento, amenaza, sorpresa, engaño”. 

Esta definición resulta bastante general y vaga, lo cual puede actuar en desmedro de los derechos humanos de las mujeres. Teniendo en cuenta que República Dominicana es uno de los países que ha firmado y ratificado el Estatuto de Roma, sería un requisito que sea adecue el Código Penal al mismo y en ese sentido se adopte la definición de violencia sexual que señala la Corte Penal Internacional. 

En relación a la violencia psicológica, el Código Penal Dominicano, solo la nombra en los artículos que tipifican las diferentes formas de violencia, tanto de género como violencia intrafamiliar, así como en la definición de “actos de barbarie” en el artículo 303. 

Podría señalarse como definición de la misma:

“La violencia psicológica es toda aquella acción u omisión, directa o indirecta, que cause, o que pudiera ocasionar, daño emocional, disminuir la autoestima, perjudicar o perturbar el sano desarrollo de la personalidad de la mujer u otro miembro del grupo familiar, degradar o controlar las acciones, comportamientos, creencias y decisiones de las personas a quienes aplica esta ley, por medio de intimidación, manipulación, amenaza, humillación, aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud mental, la autodeterminación o el desarrollo personal”.

Resulta central que la violencia psicológica sea considerada como una forma de violencia de igual importancia que las otras formas y por ende sea sancionada como delito independiente; ya que causa un grave impacto en la salud de las mujeres y en su autoestima, auto percepción y proyecto de vida, a la vez que la misma se sostiene sobre una cultura permisiva que asume la relación de dominio de los hombres sobres las mujeres naturalizándola.

En ese sentido el Ministerio de la Mujer ha remitido su propuesta de Modificación al Código Penal Dominicano para que el mismo contemple y defina este tipo penal.

Otro avance lo constituye la reforma constitucional promulgada en el mes de enero del presente año 2010 la cual establece el respeto a la igualdad y equidad de género y los derechos de las mujeres, contemplando lo siguiente:

La Constitución de la República establece respecto a la igualdad y equidad de género y los derechos de la mujer lo siguiente: “Derecho a la igualdad. Todas las personas nacen libre e iguales ante la Ley, reciben la misma protección y trato de las instituciones, autoridades y demás personas y gozan de los mismos derechos, libertades y oportunidades, sin ninguna discriminación por razones de género, color, edad, discapacidad, nacionalidad, vínculos familiares, lengua, religión, opinión política o filosófica, condición social o personal”. En el acápite No. 4 nuestra Carta Magna establece:

“La mujer y el hombre son iguales ante la Ley. Se prohíbe cualquier acto que tenga como objetivo o resultado menoscabar o anular el desconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad de los derechos fundamentales de mujeres y hombres. Se promoverán las medidas necesarias para garantizar la erradicación de las desigualdades y la discriminación de género”.

En su Artículo 42 se consigna el “Derecho de la Integridad Personal”; Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psicológica, moral y a vivir sin violencia. Tendrá la protección del Estado en casos de amenazas, riesgo o violación de las mismas. En sus acápites 1 y 2 del artículo 42 establece: 

1. “Ninguna persona puede ser sometida a penas, torturas o procedimientos vejatorios que impliquen la pérdida o disminución de su salud, o de su integridad física o psíquica”.

2. “Se condena la violencia intrafamiliar y de género en cualquiera de sus formas. El Estado garantizará mediante ley, la adopción de medidas necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer”.

En cuanto al tema de aborto, resulta preocupante que el aborto esté penalizado en todas sus formas, teniendo en cuenta que el aborto terapéutico es aquel que se practica cuando ésta es la única forma de prevenir un daño grave y/o permanente en la salud de la mujer. 

Sería importante revisar la legislación en cuanto al aborto terapéutico y al aborto por violación, teniendo en cuenta que en un altísimo número de casos, por la ineficacia e ineficiencia del Estado las mujeres no acceden a la anticoncepción de emergencia en los casos de violación sexual. En este punto, resulta central entonces, revisar la constitucionalización del concepto de “vida desde la concepción” en la legislación del país. 

El Ministerio de la Mujer ha manifestado el rechazo a la penalización del aborto en sentido amplio, ya que en las discusiones previa a la aprobación de la  constitución de la República se impuso el tema sacrosanto del derecho a la vida como hemos señalado, en respuesta a la decisión de los congresistas fue  remitido al Congreso Nacional la propuesta de despenalización del aborto para que sea discutida y contemplada en el proceso de reforma del Código Penal Dominicano.
En cuanto a la Anticoncepción de Emergencia, resulta preocupante que el Estado de República Dominicana no haya respondido aquel punto en el cual se pregunta acerca de si existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a dicha anticoncepción, teniendo en cuenta que República Dominicana es uno de los Estados donde la misma es un derecho de las mujeres. 

Teniendo en cuenta el altísimo número de casos de violación sexual contra mujeres, que podrían tener como consecuencia un embarazo forzado en caso de que las mujeres no cuenten con la anticoncepción de emergencia en el momento adecuado, se estaría vulnerando su derecho a la atención en salud reproductiva.

La Anticoncepción de emergencia debería ser de distribución gratuita para las mujeres que se encuentran en situación de pobreza y debería ser entregada en todos los establecimientos de salud, todo esto de la mano de una política de promoción y prevención en materia de derechos sexuales y derechos reproductivos.

Asimismo, se deberían realizar campañas de difusión de los derechos humanos de las mujeres, sostenidas a lo largo del año, que informen a las mujeres de forma permanente acerca de sus derechos y de la ruta que ellas deberían seguir en caso de decidir denunciar una situación de violencia.

II. Planes Nacionales

Avances

El Estado de República Dominicana contó con un Plan Nacional de Equidad, que fue formulado para el período 2000-2004 y que además fue producto de un proceso de reflexión e intercambio entre actores del Estado como la Sociedad Civil también, lo que da cuenta de una voluntad política de articularse con las instituciones especializadas en el tema de los derechos humanos de la mujer.

También es importante reconocer que se haya elaborado un segundo Plan (PLANEG II), cuyo enfoque en este caso ha estado orientado al logro de resultados, lo que permitirá hacer un seguimiento y evaluación, tanto por parte del mismo Ministerio de la Mujer, como de la sociedad civil y que haya sido establecido por un período de diez años.

Resulta también central reconocer la creación de la Comisión Nacional de Lucha, Prevención, Atención y Sanción a la Violencia (CONAPLUVI), mediante decreto 423-98, que es el espacio pensado para articular a los diferentes sectores que deberían atender la problemática de la violencia contra la mujer, liderado por el Ministerio de la Mujer. Esto da cuenta de que la violencia contra la mujer está siendo entendida como un problema multicausal que también requiere de una intervención multisectorial para su adecuada atención. 

Desafíos

El incumplimiento de los Planes, en este caso el PLANEG II, no cuenta con un sistema de sanciones para el sector involucrado, lo que resulta preocupante, dado que muchas veces se formulan Planes, Modelos y Normas que cuentan con excelentes propuestas, pero que no se ponen en práctica y tendría que establecerse un mecanismo que permita una sanción contra el Estado ante el incumplimiento de su obligación de defender los derechos humanos de las mujeres.

Es importante que se entienda que el problema de la violencia contra la mujer necesita un abordaje multisectorial, es decir que si bien el Ministerio de la Mujer es el ente gubernamental que impulsa y lidera el proceso de implementación de políticas públicas en materia de prevención y sanción de la violencia contra la mujer, necesita articularse con los otros sectores. 

En ese sentido, resulta preocupante que la Comisión Nacional de Lucha, Prevención, Atención y Sanción a la Violencia (CONAPLUVI), creada por el decreto 423-98, que es el espacio en el cual deberían articularse los diferentes sectores no se reúna de forma periódica y sostenida. 

Este debería ser un espacio de carácter técnico, cuyo objetivo debería ser la vigilancia del cumplimiento del PLANEG II. Este espacio debería integrar a la sociedad civil en calidad de observadora, ya que las dichas instituciones vienen trabajando el tema de la violencia contra la mujer y podrían aportar a este proceso, en la lógica de articular y sumar esfuerzos.

De acuerdo a lo que dispone el decreto de creación, la Comisión Nacional de Prevención y Lucha contra la Violencia Intrafamiliar tiene una composición interesante,  debiendo construir sus herramientas de gestión, como un reglamento interno, además de evaluar si el rango de la norma resulta vinculante para sus integrantes. 

Resulta preocupante que el sector salud si bien señala que integra el enfoque de género y lo transversaliza en sus acciones, buscando así aportar a la disminución de la desigualdad entre los géneros, en el marco de los Objetivos del Milenio, no señale en su Plan Nacional Decenal de Salud (PLANDES) el trabajo por los derechos sexuales y derechos reproductivos de las mujeres.

Asimismo, resulta central que el Ministerio de Salud señale cuál es el monto presupuestal que asigna a la atención de la violencia contra la mujer y a la atención de la salud sexual y salud reproductiva de las mujeres, así cómo cuál es el procedimiento que vienen usando para la atención obstétrica de las mujeres y si existen casos de violencia en esta atención y cómo los maneja el Ministerio de Salud.

Desde el Ministerio y en coordinación de con el Ministerio de la Mujer fueron elaboradas las Normas de Atención en Salud para las Mujeres y a su vez se están llevando a cabo jornadas de socialización y capacitación en toda la geografía nacional teniendo como responsable las direcciones regionales de salud.

Los programas de seguridad pública, a cargo del Ministerio de Interior y Policía deberían contar con un enfoque de género que sea transversal a todas sus acciones y planes y que además permita a la Policía y las autoridades competentes poder identificar cuándo una mujer se encuentra en una situación de violencia y atenderla según sus necesidades, ya que muchas veces las mujeres acuden a las autoridades por otras razones, ya que aún existe mucho temor por parte de ellas al denunciar la violencia de la cual son víctimas y así romper con el silencio. 

En este sentido se ha establecido la creación de la oficina de equidad de género de la policía nacional, desde la cual en coordinación con el Ministerio de la Mujer se están capacitando y sensibilizando sus miembros para garantizar mayor  y mejor atención en el tema de Violencia.

El PLANDES señala que el sistema nacional de salud asume el desafío de fortalecer la atención de las personas lesionadas en los diferentes niveles de atención de las redes de servicios de salud, tanto lesiones físicas como daños psicológicos. Por otra parte, señala que tiene la función de definir políticas y estrategias, y desarrollar capacidades e intervenciones de promoción de salud, con base comunitaria, que contribuyan a prevenir las lesiones por violencia intrafamiliar mediante la promoción de una cultura de no violencia en las relaciones comunitarias y familiares, en el marco de los esfuerzos por fortalecer la salud mental con un enfoque de salud pública. 

Es importante que todas estas acciones se realicen con un enfoque de género que busque la autonomía de las mujeres y no desde un enfoque de la familia, donde muchas veces se prioriza el mantenimiento de la familia unida, aunque al interior de la misma se den situaciones de abuso de poder que colocan a las mujer en situaciones de vulnerabilidad. Es importante hacer mucho énfasis en esto y en ese sentido, el Ministerio de la Mujer debería ser el órgano que vigile que las políticas en esta materia cuenten siempre con un enfoque de género. 

Otro tema que llama mucho la atención es que la anticoncepción de emergencia tampoco figure dentro del PLANDES, ya que éste es el Plan que desarrolla todas las acciones en salud, lo que estaría dando cuenta de que en la práctica las mujeres no acceden a tan importante método de anticoncepción.

En cuanto a la necesidad de crear Planes de Formación continuos sobre violencia contra las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, si bien el Estado señala que se vienen realizando capacitaciones en temas relacionados a género y violencia, tanto para fiscales como operadores de salud, debería ser un requisito que los fiscales que ven este tipo de casos y abordan la temática de la violencia contra la mujer tengan una especialización en el tema. 

Dicha especialización debería contar además de una formación en derechos humanos de las mujeres, también con un espacio de formación personal que permita a los operadores trabajar sus propios prejuicios de género, ya que si bien ellos muchas veces cuentan con la información formal al momento de la aplicación de la norma entran en juego sus propios prejuicios y estereotipos de género, afectando así el servicio que brindan a las mujeres.

La Escuela Nacional del Ministerio Público debería tener incorporado en todo su currículo la formación continua a operadores de justicia así como una formación especializada a aquellos operadores que serán quienes asuman los casos de violencia contra la mujer. Y también formación para el personal que atiende en los centros especializados de violencia.

III.
Acceso a la Justicia

Avances
En materia de acceso a la justicia, resulta un gran avance la creación de una Dirección Nacional de Atención a Víctimas por parte de la Procuraduría General de la República en el año 2005, así como el nombramiento de una Procuradora Adjunta para los asuntos de la Mujer. Esto da cuenta de que el estado atiende, en cierta medida, las necesidades específicas de las mujeres.

Asimismo, el que se hayan creado Unidades de Atención a la Violencia Intrafamiliar y de Género, que atienden la violencia contra la mujer desde un enfoque integral y una atención interdisciplinaria así como una Línea de atención gratuita a personas que se encuentran en una situación de violencia y una Oficina de Representación Legal de los Derechos de las Víctimas resultan logros importantes que ameritan ser resaltados. 

El Poder Judicial de la República Dominicana ha iniciado el proceso de implementación del primer observatorio nacional de Justicia y Género, siendo éste también un logro importante. 

Desafíos

A pesar de los avances señalados, resulta preocupante que a la fecha no todas las provincias del país cuenten con una Unidad Especializada de atención en casos de violencia contra la mujer, ya que esto significa que muchas mujeres de zonas rurales y en situación de pobreza no tienen la posibilidad de acceder a una Unidad para denunciar la situación de vulneración de sus derechos en la que se encuentran. Del total de 32 provincias del país, sólo 13 cuentan con este servicio.



También es un tema pendiente el uso de protocolos que regulen la atención a casos de violencia contra la mujer en los diferentes niveles de atención que existen, tanto en las fiscalías como en el sector salud y en la policía y diferentes entidades que reciben las denuncias de las mujeres. 



Se está trabajando en la difusión de las Normas de Atención en salud para la Violencia contra la Mujer y en cuanto a la justicia existe el Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Violencia contra la Mujer y la Violencia Intrafamiliar.

IV.
Servicios Especializados

Avances

Consideramos que es un avance importante en materia de servicios especializados en atención de la violencia contra la mujer, la creación de Unidades de Atención especializadas, Fiscalías Barriales, Asesoría Legal Barrial (ALBA), así como la creación de dos casas refugio.

Desafíos

Sin embargo, resulta preocupante que en República Dominicana solo se cuente con dos Casas de Acogida o Casas Refugios, una Casa o Refugio de Emergencia y Casa o Refugio Modelo, según fue establecido por la Ley 88-03. 

Señalamos la urgencia que existe de crear más de estas casas de acogida para mujeres que se encuentran en situaciones de violencia y cuya vida corre peligro, ya que se sabe que muchas veces de no atender la violencia de forma oportuna, brindando además las garantías del caso a las víctimas, la violencia puede terminar en un feminicidio, causando la muerte de mujeres en manos de los agresores.

También señalamos la importancia de hacer una evaluación de cómo vienen funcionando dichas casas de acogida y qué propuesta tienen para las mujeres cuando salen de las mismas, ya que el servicio debería contemplar un plan de reinserción para dichas mujeres y un sistema de vigilancia que permita monitorear y hacerles un seguimiento.

En este sentido, dentro de las políticas de protección de las Casas de Acogida esta el seguimiento a las egresadas.

Hacemos también un llamado de atención acerca de lo centralizada que se encuentra aún la atención de la violencia contra la mujer, por ejemplo cuando se crea la Oficina de Representación Legal de los Derechos de las Víctimas, pero siendo esta limitada solo a la ciudad capital.

En este orden, existe la propuesta de ley de Atención a Víctima y de igual forma la constitución recién promulgada establece que el Estado debe garantizar la asistencia legal a víctimas.

El patrocinio jurídico de los casos no es gratuito lo que tiene un fuerte impacto en la sostenibilidad de los procesos de justicia para las mujeres, ya que muchas de ellas, por encontrarse en una situación de pobreza abandonan los mismos al no contar con los recursos suficientes para costear una defensa. En ese sentido, como desarrollaremos más adelante el Ministerio de la Mujer debería contar con un mayor presupuesto asignado y una partida específica que permita invertir en este punto.

Sería importante poder contar para el país, con un estudio del costo de la violencia y en esa medida hacer un presupuesto que permita atender las necesidades de las mujeres así como visibilizar la importancia de invertir también en la prevención de la violencia contra la mujer y en la promoción de derechos humanos de las mujeres, lo que a largo plazo permitirá generar un ahorro en la inversión en atención de casos de violencia, si es que la prevención y promoción fuera efectiva y se lograran reducir los índices.

Resulta preocupante que los servicios de atención en salud no incluyan atención en salud sexual y también nos preguntamos qué sucede con las mujeres víctimas de violación sexual que tienen como consecuencia de la misma un embarazo no deseado, a qué servicio especializado pueden acudir para recibir información acerca de la anticoncepción de emergencia.

En cuanto a las Unidades de Mediación Comunitaria, nos preguntamos cuál es el enfoque que emplean en el abordaje de las situaciones de violencia por razones de género, ya que se debe partir siempre del hecho de que en este tipo de casos la conciliación no es una vía para la resolución del conflicto. 

V. Presupuesto
El tema del presupuesto es uno de los puntos más preocupantes en cuanto a la atención de la violencia contra la mujer en República Dominicana. Sabemos que el establecimiento de políticas públicas para atender una determinada problemática responde a la evaluación que se haga de si la misma es de carácter urgente y por ende cuánta atención amerita. 

Esto sin embargo, debe traducirse no sólo en Leyes, Normas y Planes si no también en un presupuesto que permita que dichas iniciativas se lleven a la práctica y logren concretarse. Este punto depende de la voluntad política de aquellos que deciden en qué se invierte el presupuesto nacional.

En este sentido, resulta alarmante que el Ministerio de la Mujer sea el ministerio con el presupuesto menor de todos los que existen en el país, lo que da cuenta de que se necesita de una mayor voluntad política para abordar este problemática que se traduzca en un incremento del presupuesto que se le asigna.

Además de lo señalado, se cuenta con muy poca información acerca del presupuesto total con el que cuenta el Ministerio de la Mujer y según la información presentada, el mismo ha sido menor cada año, lo cual da cuenta de que no es un tema priorizado por el Gobierno.

VI.
Información y Estadísticas 

Avances

Consideramos un importante avance el que se hayan realizado estudios e investigaciones sobre la violencia contra la mujer. También resulta central el que se cuenten con datos estadísticos sobre el número de feminicidio que se dan en el país, lo que permite hacer un seguimiento a esta problemática que además permite también ver cómo está la situación de la violencia en general, si tenemos en cuenta que el feminicidio, como ya se señaló anteriormente, es el último eslabón de la cadena de violencia por razones de género.


El Ministerio ha estado trabajando en diversos estudios relacionados al tema de violencia dentro de los cuales podemos citar: 

· Diagnóstico del Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Violencia contra la Mujer y la Violencia Intrafamiliar.
· Análisis de situación y Diagnóstico de los Mecanismos de Atención Legal y de Salud a Mujeres Víctimas de Violencia incluyendo sistematización y alianzas entre proyecto de carácter binacional en las provincias Independencia, Dajabón, Elías Piña y Pedernales.

· Investigación sobre acoso sexual y laboral en el mercado de trabajo de la República Dominicana.

En otro orden es importante señalar la implementación de Guía para el Análisis y la reflexión del Códigos de Comunicación No Sexista y No Discriminatoria con la finalidad de adecuar tanto el lenguaje como los procesos de recolección y difusión de información, para influir en la socialización de una cultura inclusiva, basada en la equidad, la igualdad de género y el respeto a la diversidad. 

De igual forma desde el Ministerio de la Mujer se realizaron capacitaciones en la Nueva Masculinidad.


Desafíos

Es un desafío que el Ministerio de la Mujer y el Ministerio Público deben asumir para los próximos años, el poder contar con un registro único de casos de violencia contra la mujer, que diferencie además información específica como por ejemplo edad, lengua materna, grupo étnico, nivel de estudios, número de hijos, situación económica de la víctima y del agresor, entre otros.

La necesidad de contar con encuestas periódicas que permitan conocer la opinión pública acerca de la problemática de la violencia contra la mujer y otros temas de derechos humanos de mujeres es imperante, ya que además esta información servirá también para monitorear si las acciones de prevención y promoción de la violencia tienen un impacto y cuál es el mismo en tanto la opinión pública se muestre más crítica o no frente a esta problemática.

Conclusiones 

Llamamos la atención al Estado acerca de los pocos avances que se han llevado a cabo en materia de prevención, sanción y erradicación de la violencia contra la mujer, así como la urgencia de que el Estado responda todos los puntos que señala el cuestionario y únicamente con información actualizada, indicando expresamente los periodos y fechas en que se realizaron dichos eventos. 

En síntesis, podemos señalar que la República Dominicana en cuanto a lo jurídico ha avanzado en materia de legislar la violencia contra la mujer, señalando además el concepto de género dentro de la ley 24-97, lo que resulta sumamente importante ya que da cuenta de que se está entendiendo la problemática como consecuencia de una situación de discriminación contra la mujer y de relaciones de poder inequitativas entre hombres y mujeres.

Sin embargo, en varios aspectos la ley se muestra bastante general todavía, y esto en algunos casos puede ser un obstáculo para las mujeres en el acceso a justicia si tenemos en cuenta que los operadores de justicia, son también personas que están insertas en un contexto social y cultural donde se reproducen relaciones de poder y donde ellos también son portadores de prejuicios y estereotipos de género. 

Además, es importante señalar que la definición de violencia sexual resulta bastante general también, y siendo que República Dominicana ha firmado y ratificado el Estatuto de Roma que señala la Corte Penal Internacional, recomendamos al estado adecuar su Código Penal al mismo. 
Resulta preocupante también que todas las formas de aborto estén penalizadas en República Dominicana, teniendo en cuenta además que la Constitución de dicho país confiere derechos al concebido. Teniendo  en cuenta el altísimo número de casos de violación sexual contra mujeres, que podrían tener como consecuencia un embarazo forzado en caso de que las mujeres no cuenten con la anticoncepción de emergencia en el momento adecuado, se estaría vulnerando su derecho a la atención en salud reproductiva.
En relación a la judicialización de casos, llamamos la atención acerca de la contradicción que hay entre aquello que señala la norma en relación a la imposibilidad de conciliar en los casos de violencia contra la mujer y lo que sucede en la práctica. Se observa que en la realidad sí se llevan a cabo conciliaciones en los casos de violencia contra la mujer, lo que significa un grave retroceso en materia de justicia y en cuanto al cumplimiento de lo que señalan los Tratados Internacionales que el Estado de República Dominicana ha suscrito.

RECOMENDACIONES

LEGISLACION (artículos 7c) y e) de la Convención de Belém do Pará)
1. Incorporar la definición amplia de violencia sexual que señala el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, la cual visibiliza las otras formas de violencia sexual además de la violación sexual.
2. Contemplar la necesidad de tener un tipo penal específico en los casos de homicidio contra mujeres por razones de género, tipificándolo como feminicidio, en tanto se sabe que existen importantes diferencias en cuanto a dichos delitos y deberían estar reconocidas por la ley. 
3. Recomendamos tomar las medidas necesarias en materia de anticoncepción oral de emergencia y que las mujeres puedan tener en cualquier circunstancia acceso a la misma. Teniendo en cuenta los índices de pobreza que existen en el país, se recomienda que las mujeres que se encuentran en situación de pobreza tengan acceso gratuito a la anticoncepción de emergencia. 
4. Recomendamos que la anticoncepción de emergencia figure dentro del PLANDES, ya que éste es el Plan que desarrolla todas las acciones en salud. 

5. Revisar la Constitución y proponer y discutir en las instancias correspondientes la despenalización del aborto terapéutico y del aborto por violación. 
6. Recomendamos al Estado de República Dominicana la realización de campañas sostenidas de concientización y difusión de las leyes que protegen a las mujeres, incluidas las mujeres de zonas rurales y organizaciones no gubernamentales que se ocupen de los temas que afectan a las mujeres víctimas de violencia, con el fin de alentar y empoderarlas para que hagan uso de los procedimientos, recursos disponibles y servicios de justicia que brinda el estado en estos casos. 



PLANES NACIONALES (artículo 7 de la Convención de Belém do Pará)
7. Recomendamos que el Estado de República Dominicana tome medidas para asegurar que  el Ministerio de la Mujer sea el órgano que vigile que las políticas en esta materia cuenten siempre con un enfoque de género.
8. Recomendamos al Estado de República Dominicana la aprobación del Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar del PLANEG II  incorporando las sugerencias de los diferentes sectores involucrados, así como de la sociedad civil y las organizaciones de mujeres en específico.
9. Recomendamos la reactivación de la CONAPLUVI, como instancia que articula a los diferentes sectores involucrados en la atención y prevención de la violencia contra la mujer, así como también señalamos la importancia de que la sociedad civil participe de estos espacios. También creemos que es central contar con una herramienta que permita sancionar al estado y a los órganos competentes en cuanto al incumplimiento de las políticas públicas en materia de defensa de los derechos humanos de las mujeres.
10. Resulta central que la capacitación y formación a operadores de justicia, policía y diferentes sectores involucrados en la atención de casos de violencia contra las mujeres, no sólo sea un espacio de adquisición de información sino también un proceso que permita que los mismos operadores cuestionen sus propias prácticas machistas y cómo éstas y sus prejuicios de género pueden influir en la forma en la que abordan los casos. Para ello, se deberá elaborar mecanismos e instrumentos de evaluación que permitan a los operadores cuestionar sus prejuicios y estereotipos de género.

11. Recomendamos que el Estado de República Dominicana en su próximo informe incluya las medidas adoptadas, los progresos realizados y los obstáculos que subsisten  en la aplicación e implementación de la política y normas legales para la lucha contra la violencia hacia la mujer.

ACCESO A LA JUSTICIA (artículo 7b), d), f) y g) de la Convención de Belém do Pará)

12. Recomendamos al Estado la apertura de nuevas unidades de atención especializada a mujeres víctimas de violencia, teniendo en cuenta además que debería existir por lo menos una por provincia en todo el país, asegurando así la accesibilidad y disponibilidad de los servicios a todas las mujeres, prioritariamente en zonas rurales y en situación de pobreza, para las mujeres víctimas que no tienen la posibilidad de acceder a una Unidad para denunciar la situación de vulneración de sus derechos en la que se encuentran. 
13. Instamos al estado de República Dominicana a invertir presupuesto en la judicialización de los casos de violencia contra la mujer y teniendo en cuenta que los índices de pobreza son altos en el país, asegurar servicios gratuitos de defensa de mujeres en situación de violencia por parte del Estado. 

14. Recomendamos al Estado de República Dominicana ampliar y descentralizar  los servicios para acceso a justicia y así puedan estar al alcance de todas las mujeres del país, así como del patrocinio jurídico gratuito de los casos para que las mujeres víctimas de violencia que se encuentran en una situación de pobreza no abandonen los mismos al no contar con los recursos suficientes para costear una defensa. 
SERVICIOS ESPECIALIZADOS (artículos 8d) y f) de la Convención de Belém do Pará)

15. Recomendamos que el Estado de República Dominicana, cree más casas de acogida para mujeres que se encuentran en situaciones de violencia y cuya vida corre peligro y haga evaluaciones periódicas del funcionamiento de  dichas casas de acogida, contemplando además, planes de reinserción para dichas mujeres y un sistema de vigilancia que permita monitorear y hacerles un seguimiento.
16. Recomendamos una evaluación de cómo vienen funcionando las casas de acogida y qué propuesta tienen para las mujeres cuando salen de las mismas, ya que el servicio debería contemplar un plan de reinserción para dichas mujeres y un sistema de vigilancia que permita monitorear y hacerles un seguimiento.

PRESUPUESTO (artículo 7c) de la Convención de Belém do Pará)
17. Llamamos la atención acerca del poco presupuesto que se le asigna al Ministerio de la Mujer, en relación además a los demás Ministerios del país. Es importante, como ya se señaló anteriormente, tener en cuenta que la asignación presupuestal da cuenta de la voluntad política de los gobiernos en el abordaje y priorización de diferentes problemáticas.

18. Recomendamos que el Estado tome medidas para asegurar la asignación presupuestaria, que el presupuesto nacional permita identificar cuál es el presupuesto asignado al Ministerio de la Mujer, y a qué se deberán asignan los fondos para el tema de violencia hacia la mujer. 

INFORMACION Y ESTADISTICA (artículo 8h) de la Convención de Belém do Pará)
19. Recomendamos al Estado realizar mayor número de investigaciones en los temas relacionados a violencia contra la mujer así como construir una base de datos que permita incluir todas las estadísticas de violencia contra la mujer de los diferentes sectores que atienden dicha problemática, pudiendo así dar cuenta del problema en el tiempo y evaluar la eficacia y eficiencia de las políticas públicas en dicha materia. 

20. Se insta a que se precise con datos estadísticos la situación en las zonas rurales, de origen étnico, de la mujer víctima de violencia a fin de que el estado pueda concebir y poner en  marcha políticas y programas específico a la necesidad de las mujeres.
21. Se recomienda además que se coloque (de haber o no) información sobre las coordinaciones que están haciendo con los Institutos de Estadística del país para empezar a construir información que reporte a los Indicadores sobre Violencia que está manejando CEPAL.


OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE REPUBLICA DOMINICANA 
AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

El Ministerio de la Mujer, como órgano rector responsable de establecer las normas, coordinar y dar seguimiento a la ejecución de políticas, planes y programas para lograr la equidad de género en la República Dominicana, presenta ante el Comité de Expertas en Violencia (CEVI), las respuestas a las observaciones realizadas por su Organismo al Cuestionario Segunda Ronda de Evaluación Multilateral de la República Dominicana.

Hemos tomado en cuenta la valiosa aportación del CEVI a las respuestas dadas por nuestro país y a la vez queremos agregar algunos datos y aclaraciones que consideramos de relevancia.   Los mismos, los detallaremos según los párrafos por página.

Página 1, párrafo 3

En referencia a la ley 24-97, hemos reconocido esta ley como una fortaleza lograda por el Ministerio de la Mujer, aunque estamos conscientes  que aún debemos fortalecer su aplicación. Se ha incorporado el feminicidio en la agenda constituyente, propuesta que reposa en estos momentos en la Cámara Legislativa; tanto para la modificación del Código Penal como en la ley especial. 

Página 1, párrafo 4

En ese sentido, debemos incluir el Plan Estratégico para la Prevención, Detección, Atención Y Sanción a la violencia Contra Las Mujeres E Intrafamiliar 2011-2016 (CONAPLUVI), la Ley de Estrategia Nacional de Desarrollo 2010-2030, aprobada en enero 2012, así como la Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios, también el plan Estratégico Nacional de Transversalización de Género en el Sector Salud, 2012-2017.

Página 1, párrafo 7

El presupuesto del Ministerio de la Mujer está orientado a promover los derechos de las mujeres y a prevenir la violencia, a través de la incorporación del enfoque de género en las políticas públicas. Las asignaciones presupuestarias destinadas a la inversión para el capítulo, se evidencian en la estructura programática y en los programas que son ejecutados. Durante el último cuatrienio se ha mantenido sólo un incremento de un 5% anual que no se corresponde con el cumplimiento de los objetivos ni con los niveles de inflación registrados.

Recomendamos que el Estado transparente en la estructura presupuestaria la Función Mujer a los fines de que se cuente con información general sobre esta proporción del gasto público y que adicional a ello, se protejan los recursos dedicados a luchar contra  la violencia de género en todas sus manifestaciones.

MINISTERIO DE LA MUJER

ASIGNACION PRESUPUESTARIA
	CAPITULO/DEPENDENCIA:
	0 0215
	MINISTERIO DE LA MUJER
	*FUENTE    SIGEF 

	DENOMINACION DE LA CATEGORIA
	PROGRAMACION PRESUPUESTARIA

	PROGRAMATICA (1)
	ASIGNADO RD$

	PRESUPUESTO TOTAL
	 2007                 2008                2009                     2010                  2011

	
	195,242,336.00
	327,261,857.00
	366,610,298.00
	367,997,284.00
	382,812,769.00


El Ministerio de la Mujer invierte en la prevención y atención a la violencia. Durante el año 2011 hubo un presupuesto asignado de 382, 812,769.00.

Página 1, párrafo 8 

En este aspecto, actualmente existen mesas de trabajo a nivel interinstitucional e intersectorial para la elaboración de un registro único informático para los casos de violencia y feminicidio. En la actualidad la Procuraduría General de la República recoge los datos estadísticos de la denuncia por violencia y sobre feminicidio. Dicha propuesta esta actualmente siendo legitimada dentro del contenido de la ley especial sometida al Congreso Nacional.

Legislación y Normativa Vigente

Página 2, párrafo 2

Además de haber avanzado con la promulgación de la Ley 24-97, otro logro importante establecido en la República Dominicana es elevar a la categoría constitucional el tema de la violencia contra la mujer y en ese mismo sentido el mandato constitucional para que se readecuen las leyes nacionales respetando los derechos de la mujer. Otro avance lo constituye la promulgación de la Ley de Estrategia Nacional de Desarrollo 2010-2030, así como la Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios. 

Página 2, párrafo 7

La República Dominicana se aboca a un proceso de readecuación de leyes, entre la que se contempla el Código Penal Dominicano y una propuesta de Ley Especial de Violencia en la cual se tipifica el feminicidio.

Página 3, párrafo 1

Esta recomendación se está tomando en cuenta para los procesos de reforma legales que se están llevando a cabo.

Página 4, párrafo 3

Está como propuesta de reforma en la modificación del código penal el tema del aborto.

Página 4, párrafo 7 

Las normativas nacionales en materia de atención integral en salud a la violencia intrafamiliar y contra la mujer establecen que en los casos de violencia sexual se aplique la anticoncepción de emergencia, al igual que la profilaxis  para VIH, previo consentimiento informado.

Página 5, párrafo 1

En el pasado año 2011 se lazó la campaña UNETE para Poner Fin a la Violencia Contra la Mujer. La cual consiste en una jornada de Movilización Social Por Una Vida Sin Violencia Para Las Mujeres. Los objetivos son: a) Sensibilizar a las personas para que asuman posiciones críticas respecto a la violencia contra las mujeres en todas sus manifestaciones y sobre los roles y estereotipos de género y sexuales que la generan. b) Promover actitudes dirigidas a la prevención de la violencia contra las mujeres. c) Informar sobre los centros e instituciones a los que se puede acudir en caso de violencia contra las mujeres e intrafamiliar. Para esta campaña se elaboraron cartillas educativas dirigidas a Mujeres, Maestras y Maestros y para Jóvenes, estas contienen un amplio contenido educativo. 

Página 5, párrafo 2

Debemos incluir el Plan Estratégico para la Prevención, Detección, Atención Y Sanción a la violencia Contra Las Mujeres E Intrafamiliar 2011-2016 (CONAPLUVI), recientemente se promulgo la Ley de Estrategia Nacional de Desarrollo 2010-2030, así como la Ley 176-07 del Distrito Nacional y los Municipios, también el plan Estratégico Nacional de transversalización de Género en el sector salud, 2012-2017. 

Página 5, párrafo 4

Existen un conjunto de instituciones públicas que han ido incorporando las oficinas de equidad de género.  En la actualidad existen 38 oficinas de equidad de género que  están articulando con el Ministerio de la Mujer.

Página 5, párrafo 8

Se articula el proceso de Defensoría (lo referente a la problemática de la violencia) con las organizaciones de la sociedad civil  así  como con el Consejo de Dirección de las Casas de Acogida, pues son miembros  de la CONAPLUVI.

Página 6, párrafo 2 



El PLANDES como instrumento de carácter estratégico del sector salud, trabaja  lineamientos de políticas y definición de prioridades nacionales. De las 7 prioridades, figura la transversalización de género en el sistema nacional de Salud. La salud sexual y reproductiva forma parte de esta agenda, con objetivos específicos que apuntan a  su intervención en el marco de la creación de las redes programáticas de salud colectiva. A partir de aquí en el 2011 se trabajó  el plan de transversalización de género en salud (PTGS), donde aparece  con detalle el tema de salud sexual y reproductiva  y de promoción de estos derechos.



Página 6, párrafo 3 



Existe una Oficina de  Equidad de Género y Desarrollo  en el Ministerio de Salud Pública, que trabaja en estrecha coordinación con el Ministerio de la Mujer.  Producto de esta articulación se ha avanzado con el PTGS, las Normas Nacionales, las acciones de sensibilización sobre temas específicos a partir de  la realización de seminarios sobre género, mujer y salud.



En las normas aparece la opción  de la anticoncepción de emergencia.



Página 6, párrafo 4 



Se han trabajado las Cuentas Nacionales de Salud Sexual y Reproductiva y Violencia de Género, cuyo informe está disponible.

Página 6, párrafo 8 

Por esto está operando la OEGD del Ministerio de Salud Pública, trabajamos en coordinación y se hizo el PTGS.


Página 7, párrafo 1


El PLANDES es un plan estratégico,  la anticoncepción aparece en los procedimientos.
Página 8, párrafo 1

Debemos reconocer la existencia de los protocolos tales como: Manual de Casas de Acogida, Cuestionario de Peligrosidad, Manual de Pautas Mínimas de Atención a Víctimas, Manual de Funcionamiento y Protocolo Centro de Atención y Desarrollo a sobrevivientes de Violencia, Normas de Atención en Salud para la Violencia contra la Mujer, Modelo Nacional para la Prevención y Atención de la Violencia contra la Mujer y la Violencia Intrafamiliar. Reconocemos que debemos seguir fortaleciendo su aplicación. 

Página 8, párrafo 4

A través de las dos Casas de Acogida que existen actualmente, se ofrece cobertura nacional para los casos de violencia que se presentan.  Se cuenta con un sistema de rescate las 24 horas, los 7 días de la semana. Por el momento, para completar la cobertura regional y para optimizar la calidad de los servicios se visualiza la apertura de dos casas, con las cuales serian cuatro en total, y las que estarán ubicadas en las cuatro regiones del país.

Página 8, párrafo 6

Fortalecer el trabajo social a través de las unidades del servicio con las redes locales. Este proceso de defensoría se encuentra en proceso de fortalecimiento.

Página 8, párrafo 10 

Para este proceso de defensoría. El Ministerio de la Mujer cuenta con defensoría para las víctimas de violencia, existiendo 52 Oficinas Provinciales de la Mujer (OPM) y Oficinas Municipales de la Mujer (OMM), que dan asistencia gratuita a las víctimas. De igual forma, el Programa Nacional de Atención a Víctimas coordinado por la Procuraduría General de la República ofrece asistencia legal gratuita a las víctimas. Debemos destacar que el patrocinio jurídico de defensoría se encuentra en un proceso evolutivo.

Página 9, párrafo 2

El sistema de atención en salud se articula en los casos de violencia sexual con la sociedad civil que son los que ofrecen esos servicios.

Página 9, párrafo 6 

Podemos reconocer que el presupuesto del Ministerio de la Mujer es el más bajo. 

Página 9, párrafo 8

En la actualidad existen mesas de trabajo para la elaboración de un sistema único de recolección de información para la presentación de las estadísticas.  

En cuanto a las recomendaciones:

Se acogen las recomendaciones planteadas en el informe con las observaciones realizadas.
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